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El análisis del “Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes” (Ley 1098 
de 2006) en Risaralda permite reconocer que frente al tema existen posturas diversas. 
Desde ciertas perspectivas, el sistema ha venido creciendo en solidez con la aplicación 
de figuras como el principio de oportunidad, la conciliación pre procesal y el 
procedimiento abreviado. Sin embargo, existen otras posturas en las cuales se percibe 
que el sistema no deja de tener una carga eminentemente punitiva, en donde los distintos 
intervinientes no logran desprenderse de la función retributiva frente a variables como el 
delito y el castigo. Como también, olvidan que se está frente a un sistema pedagógico, 
específico y diferenciado, por ende, lo importante no debería ser el delito, sino el 
verdadero interés superior del adolescente.   
 
De esta manera, en este artículo se pretende hacer una lectura objetiva del sistema 
destacando lo positivo y lo negativo. 
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The analysis of the Criminal Responsibility System for Adolescents in Risaralda 
allows recognizing that there are different positions on the subject. From certain 
perspectives, the system has been growing in strength with the application of figures such 
as the principle of opportunity, the pre-procedural conciliation and the abbreviated 
procedure. However, there are other positions in which it is perceived that the system 
doesn´t stop having an eminently punitive burden, where the different participants don´t 
manage to get rid of retributive function in front of variables such as crime and 
punishment. As also, they forget that they are facing a pedagogical system, specific and 
differentiated, therefore, the important thing should not be the crime, but the true best 
interest of the adolescent. 
 
In this way, this article aims to make an objective reading of the system emphasizing the 
positive and the negative. 
 

















La percepción general de los delitos en los cuales se ven implicados los menores 
de 18 años, ha generado un alto interés por el estudio sobre qué tan grave es el problema 
de “los niños, las niñas y los adolescentes” (Ley 1098 de 2006, ICBF) infractores de la 
ley penal.  Los medios de comunicación han ejercido una influencia enorme frente al 
tema de la criminalidad juvenil, de esta manera, algunos programas periodísticos se han 
dedicado a evidenciar que es una problemática que se trata de una jurisdicción sin dios 
y sin ley, donde la única manera de combatir dicha problemática es disminuir la edad de 
responsabilidad penal.   
 
Colombia no se ha quedado rezagada en términos de la “protección integral de 
los niños, las niñas y los adolescentes” (ICBF). Por ello, al acoger la “Convención sobre 
los Derechos del Niño”  promulgada en el año 1989, reformó su Código de la Infancia y 
la Adolescencia – Ley 1098 de 2006, en el cual introdujo el “Sistema de Responsabilidad 
Penal para Adolescentes” (SRPA) en el Libro II. A través de esto se transformó la doctrina 
de “situación irregular”; (Código del Menor - Decreto 2737 de 1989), en donde el infante 
y adolescente eran concebidos simplemente como “objetos de protección tutelar” 
(Decreto 2737/89), a una doctrina de ”protección integral” (Ley 1098 de 2006, ICBF)  ; 
plasmada en el “Código de la Infancia y la Adolescencia” ((Ley 1098 de 2006, ICBF),  en 
donde esta población se reconoce como “sujetos de derechos y obligaciones” (Congreso 
de la República de Colombia, 1989; 2006). En este sentido, es pertinente mencionar que 
este cambio radical genera implicaciones trascendentales en la manera cómo se juzga 
a un adolescente cuando comete delitos.   
 
De la misma manera, en cuanto a los datos estadísticos de esta problemática, se 
destaca que son representados por los reportes realizados por el “Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar (ICBF)”, a través de las valijas que emite cada año. Además, por 
un informe estadístico emitido por el Centro de Servicios Judiciales para Adolescentes 
de Risaralda (CESPA). 
Desde esta perspectiva, se identifica la primera limitación y/o dificultad que 
corresponde a la falta de coincidencia entre los dos referentes estadísticos. Por cuanto 
en las estadísticas del ICBF, se asume todo el proceso únicamente desde un enfoque 
restablecimiento de derechos y muchos de ellos no llegan a una esfera judicial. Mientras 
que en las estadísticas del CESPA, solo se procesa aquellos que llegan a un proceso 
judicial, a través de audiencias de imputación, concentradas (legalización de aprensión, 
formulación de imputación y solicitud de medida de aseguramiento), otros ingresan por 
solicitud de preclusión, por aplicación del principio de oportunidad o por procedimiento 
abreviado.   
 
Así mismo, se considera importante establecer cuánto aporta el departamento de 
Risaralda a las estadísticas nacionales, y si este sigue la tendencia nacional en cuanto 
al aumento de los ingresos al SRPA o la disminución de ellos.  
 
En el presente artículo, se presenta también la caracterización del SRPA en 
Colombia por ingresos, género y caracterización criminológica. Luego se incluye una 
descripción del SRPA, explicando cómo está conformado, junto con una caracterización 
del departamento de Risaralda en cuanto al tema tratado. Además, se visibiliza el 
fragmento de una entrevista realizada al “Juez 1º Penal del Circuito para Adolescentes 
con Función de Conocimiento” de Pereira. El Dr. Samuel Hernández expresa en la 
entrevista, cómo funciona el SRPA en el departamento, mencionando qué aspectos 









Problema de investigación 
 
 
Como se mencionó anteriormente, el SRPA fue introducido en el “Libro II del 
Código de la Infancia y la Adolescencia” (Ley 1098 de 2006, ICBF). Por lo cual, a través 
de esta ley, el Congreso de la República de Colombia (2006) define el SRPA como: 
 
“El conjunto de principios, normas, procedimientos, autoridades judiciales especializadas y 
entes administrativos que rigen o intervienen en la investigación y juzgamiento de delitos 
cometidos por personas que tengan entre catorce (14) y dieciocho (18) años al momento 
de cometer el hecho punible”. (Artículo 139) 
 
La aparición del SRPA en el Código ha generado el desarrollo de diferentes 
estudios en el país que analizan y evalúan el sistema. Por ejemplo, en el año 2014 desde 
la Facultad de Ciencias Políticas y Relaciones Internacionales de la Pontificia 
Universidad Javeriana, se realizó la tesis de maestría titulada “Atención de los y las 
adolescentes con una sanción penal en los centros especializados: Caso Bogotá, 
Colombia”. En este trabajo se realiza un análisis del CONPES 3629 de 2009. Bustos 
(2014); autora de este trabajo, concluye que: 
 
“El CONPES 3629 de 2009, al momento de su formulación tenía como finalidad ser una 
Política de atención al adolescente en conflicto con la ley, que diera respuesta a las 
problemáticas presentadas en ese contexto histórico-social, que se resumían en la baja 
cobertura, calidad y pertinencia de los programas y servicios implementados, insuficiencia 
de recursos humanos especializados del orden nacional y territorial, limitada articulación y 
coordinación, sectorial y territorial, de las entidades que hacen parte del Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes y de éste con otros sistemas garantes de los 
derechos de los adolescentes (…)”. (Bustos, 2014, p.101) 
 
En el trabajo de grado titulado “Reincidencia de adolescentes vinculados al 
sistema de responsabilidad penal para adolescentes en Bogotá: Un análisis desde el 
marco de la gobernanza” (Tovar, 2015, p.1), realiza un análisis de cómo la política pública 
puede o se le dificulta corresponder con las necesidades del “SRPA” y de disminuir la 
reincidencia de los menores. Considera que: “El SRPA fue elaborado teniendo en cuenta 
los constantes cambios a los que el Estado se vio enfrentado con respecto a la 
perspectiva y a la visión sobre el fenómeno de infracciones penales por parte de menores 
de edad” ((Tovar, 2015, p.21).  
 
Otro referente importante es el estudio sobre la privación de la libertad en el SRPA 
realizado por Castellón (2012) de la Universidad Sergio Arboleda, señala puntualmente 
en su trabajo: “Las características y exigencias de la privación de la libertad de los 
adolescentes imputados o declarados responsables de un delito en el Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes” (Castellón, 2012, p.10). 
 
De la misma manera, se considera pertinente la investigación titulada “Problemas 
del tratamiento legal y terapéutico de las transgresiones juveniles de la ley en Colombia”. 
(Uribe, 2009, p.1), el autor genera una discusión en torno al concepto de la 
“responsabilidad” que tienen los menores entre los 14 y 18 años, quienes han 
transgredido la Ley Penal: 
 
“En el ámbito legal la delincuencia juvenil suele ser considerada como una conducta que 
surge en razón de una serie de déficit en los procesos educativos y de socialización por 
parte de la familia, el Estado y la sociedad en general; de modo que, desde el Derecho, se 
tiende a pensar que el adolescente que incurre en este tipo de actos transgresores de la 
ley no es totalmente responsable de los mismos, pues se considera que la familia, el Estado 
y la sociedad son corresponsables, al no haber actuado adecuadamente en el proceso de 
crianza y educación”. (Uribe, 2009, p.174) 
 
Cabe destacar que esta corresponsabilidad conlleva a que se desarrolle un 
sistema integral de atención a los menores entre los 14 y los 18 años. Además, permite 
cambiar de un sistema puramente sancionatorio a un sistema que busca ser preventivo 
del delito. Por lo cual, cuando esto ocurre se les brinda un tratamiento diferencial del 
sistema penal, con un equipo interdisciplinario que incluye al menor y a su familia para 
identificar las causas más profundas que lo llevan a cometer la conducta. 
 
No obstante, este sistema que se implantó en el departamento de Risaralda a 
partir del 01 de Abril de 2008, no ha sido objeto de análisis regional, por lo que, esto 
dificulta la identificación de sus fortalezas, avances y debilidades.  
 
En su gran mayoría, los investigadores de este ámbito profesional coinciden en 
afirmar que la intencionalidad de la ley es adecuada pero el sistema colapsa en su 
aplicación. Ya que, no se cuenta con programas y/o proyectos que denoten una política 
seria del Estado para abordar la criminalidad juvenil y tampoco se ha destinado el recurso 
humano y económico necesario.  
 
Aunado a lo anterior se resalta la gran influencia que le imprimió al SRPA el 
Estatuto de Seguridad Ciudadana - Ley 1453 de 2011, donde agravó delitos como la 
violencia contra la mujer; con privación de libertad inmediata, desde que se cumplan los 
presupuestos objetivos y subjetivos del caso y la reforma que hizo al tiempo que el 
adolescente sancionado debe permanecer en los “Centros de Atención Especializada 
(CAE)” (Ley 1453, 2011); aún después de los 21 años y hasta que cumpla la sanción. Lo 
descrito anteriormente ha generado que en los CAE se pierda el sentido pedagógico de 
la sanción y la oportunidad en la intervención, y además se generen problemas de 
indisciplina y desorden. Por lo tanto, estas situaciones provocan cuestionamientos y 
reflexiones para analizar cómo una ley interior puede ser superior a un instrumento 




1. Caracterización general del “Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes” 
 
El Observatorio del Bienestar de la Niñez cuenta con la consolidación de las 
estadísticas del SRPA, por ende, a través de este ente es posible obtener datos de cómo 
ha evolucionado el sistema en estos 11 años de existencia, hasta el 2013. De acuerdo 
con los datos proporcionados, se identifica que la tendencia fue de más ingresos. Lo cual 
se podría explicar desde la investigación socio-jurídica sobre la evolución o involución 
del SRPA, donde se afirma que: “No se dispone de una estructura sólida, moderna y 
efectiva que articule las organizaciones y los diversos esfuerzos y recursos para atender 
de forma eficaz a los adolescentes vinculados al SRPA” (Martínez, 2012, p.135). Esta 
dificultad ocasionaba que el sistema integral no funcionara y por ello en lugar de disminuir 
los ingresos de menores al sistema, se generaba un constante aumento. 
 
1.1. Caracterización estadística en Colombia: 
 
En Colombia, entre el año 2008 y el 2017 ingresaron al SRPA un total de 228.272 
adolescentes entre los 14 y 18 años, de los cuales 201.507 son de género masculino y 
26.765 de género femenino.  
 
 
Figura 1. Ingresos al SRPA 2008-2017 en Colombia 
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del “Observatorio del Bienestar de la Niñez del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar – (ICBF, 2018). 
 
Así mismo, a continuación se presentan datos; desde un enfoque de género, en 
los cuales se observa que la tendencia del sistema en los primeros años denota un 
crecimiento. En el año 2008 se inició con 7.200 hombres y 1.032 mujeres pero en el año 
2013 hubo un incremento, evidenciando así 27.392 hombres y 3.451 mujeres.  
 
Este fenómeno presentó la mayor tasa de crecimiento durante los años 2012 







esta fecha se percibe una disminución considerable, cuyas evidencias se perciben en los 
registros del año 2017, en donde se identificaron 11.507 ingresos, es decir, casi menos 
de la mitad de la época de mayor esplendor. 
 
Tabla 2. Ingresos al SRPA entre 2008 y 2017 por género en Colombia 
Género/Año 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 
Masculino 7200 16023 21535 24272 26366 27392 26328 23058 19346 9987 
Femenino 1032 2380 2870 3037 3310 3451 3409 2904 2852 1520 
Total 8232 18403 24405 27309 29676 30843 29737 25962 22198 11507 
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del “Observatorio del Bienestar de la Niñez del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar “– (ICBF, 2018). 
 
Desde esta perspectiva, es importante cuestionarse sobre cuál sera la génesis de 
esta disminución. Se debe indagar si este cambio, de pronto, se le atribuye a que los 
adolescentes han disminuido en su carrera delictiva o tal vez la polícia ya no se preocupa 
tanto de la aprensión. Aunque también puede ser producto de los programas de cultura 
ciudadana e intervención social, que posiblemente están generando los resultados 
esperados. 
 
1.2. Caracterización criminológica: 
 
Para la caracterización criminológica se investigó en el Observatorio del Bienestar 
de la Niñez, los delitos más comunes en que incurren los menores en Colombia. En este 
sentido, se identificó que los tienen discriminados en más de 100 categorías, pero 
muchas de ellas se pueden incluir en otras. Tal y como lo afirmaron Martínez y Del Pozo 
(2016), los delitos de mayor ocurrencia fueron el hurto, el consumo de estupefacientes y 
los delitos sexuales.  
 
































































































































































Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del “Observatorio del Bienestar de la Niñez del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar”  (ICBF, 2018). 
 
1.3. Instituciones que conforman el SRPA:  
 
De acuerdo con el artículo 163 del Código de la Infancia y la Adolescencia - Ley 
1098 de 2006; el SRPA está conformado por las siguientes instituciones: 
“1. Los Fiscales Delegados ante los Jueces Penales para adolescentes; 2. Los Jueces 
Penales para adolescentes, Promiscuos de Familia y los Municipales; 3. Las Salas Penales 
y de Familia de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial que integrarán la Sala de 
Asuntos Penales para adolescentes en los mismos tribunales; 4. La Corte Suprema de 
Justicia, Sala de Casación Penal; 5. La Policía Judicial y el Cuerpo Técnico Especializados 
adscritos a la Fiscalía delegada ante los jueces Penales para adolescentes y Promiscuos 
de Familia; 6. La Policía Nacional con su personal especializado; 7. Los Defensores 
Públicos del Sistema Nacional de Defensoría Pública de la Defensoría del Pueblo; 8. Las 
Defensorías de Familia del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, y las Comisarías de 
Familia, o los Inspectores de Policía; 9. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar; 10. 
Las demás Instituciones que formen parte del Sistema Nacional de Bienestar Familiar”. 
(Congreso de la República de Colombia, 2006, Artículo 163) 
 
En la siguiente tabla se encuentran las funciones que cumple cada una de estas 
instituciones dentro del SRPA. 
 
Tabla 3. Competencias y/o funciones de las instituciones que conforman el SRPA 
Autoridad o Entidad Competencias 
Fiscal Delegado - FGN “• Investiga los delitos.  
• Califica jurídicamente los procesos.  
• Acusa ante los jueces y tribunales 
competentes.” (OIM, 2013, p.10) 
Juez Penal (Control de Garantías) 
– CSJ 
“• Interviene durante la indagación y la 
investigación.  
• Valora la legalidad y legitimidad de la 
actuación de la Infancia y la 
Adolescencia, garantizando los 
derechos fundamentales.  
• Establece la pertenencia étnica de 
las partes, y provee los traductores 
siempre que la lengua materna de una 
de las partes en el proceso no sea la 
que se esté utilizando en el trámite del 
proceso.” (OIM, 2013, p.10) 
Juez Penal (con funciones de 
Conocimiento) - CSJ 
“• Conoce de la formulación de la 
acusación que hace el Fiscal.  
• Decide sobre la solicitud de 
preclusión de la investigación.  
Autoridad o Entidad Competencias 
• Impone la sanción al adolescente 
declarado responsable penalmente 
por la comisión de un delito.  
• Controla la ejecución de la sanción.  
• Informa al adolescente y a su familia 
sobre su situación procesal y sus 
derechos en el caso de la privación de 
la libertad.” (OIM, 2013, p.11) 
Sala Penal y de Familia - Tribunal 
Superior de Distrito Judicial 
“Conoce de los recursos de apelación 
interpuestos por el representante del 
adolescente, por la víctima o por los 
actores que hacen parte del proceso 
penal, en contra las decisiones del 
juez, incluida la sentencia.” (OIM, 2013, 
p.11) 
Sala de Casación Penal - CSJ “Conoce del recurso extraordinario de 
Casación y de la acción de Revisión 
interpuestos por el representante del 
adolescente, por la víctima o por los 
actores que hacen parte del proceso 
penal, en contra de la sentencia 
proferida por el Tribunal.” (OIM, 2013, 
p.11) 
Policía de Infancia y Adolescencia 
– Policía Nacional 
“• Aprehende o recibe de policías de 
vigilancia a los adolescentes que 
presuntamente hayan incurrido en la 
comisión de delitos y los conduce a los 
Centros de Servicios Judiciales o a los 
lugares destinados para ello.” (OIM, 
2013, p.12)  
Autoridad o Entidad Competencias 
“• Garantiza el respeto a los 
adolescentes en los procedimientos 
policiales.”  (OIM, 2013, p.12) 
“• Vigila y controla los centros de 
privación de libertad y los lugares 
donde permanecen los adolescentes 
durante las primeras 36 horas 
posteriores a la aprehensión, con el fin 
de evitar la evasión de los mismos.” 
(OIM, 2013, p.12) 
“• Presta la logística necesaria para el 
traslado de los adolescentes según 
requerimientos de orden judicial o 
necesidades de orden médico.” (OIM, 
2013, p.12) 
“• Apoya a las autoridades judiciales 
como policía custodio.” (OIM, 2013, p.12) 
“• Cumple funciones de Policía 
Judicial adscrita a las Fiscalías 
Delegadas ante los Jueces Penales 
para Adolescentes.” (OIM, 2013, p.12) 
Apoderado o Defensor Público - 
Sistema Nacional de Defensoría 
Pública del Pueblo 
“• Representa al adolescente en todas 
las audiencias.  
• Conoce al adolescente, su situación 
familiar y los hechos relacionados con 
el delito.  
• Defiende al adolescente en el 
proceso penal. Su función es 
demostrar su inocencia o propender 
Autoridad o Entidad Competencias 
por una sanción acorde con el delito 
que cometió.  
• Interpone los recursos legales 
cuando hubiere lugar.  
• Asiste al adolescente en el proceso, 
aún antes de la imputación.  
• Formula propuestas de aplicación de 
justicia restaurativa.” (OIM, 2013, p.13) 
Defensor de Familia – ICBF “• Acompaña al adolescente en todas 
las actuaciones del proceso.  
• Verifica la garantía de los derechos 
del adolescente.  
• Toma las declaraciones y entrevistas 
rendidas por el adolescente del 
cuestionario enviado por Juez o 
Fiscal.  
• Realiza seguimiento al adolescente 
durante la ejecución de la sanción, 
para lo cual recibe mensualmente el 
reporte del Plan de Atención Individual 
- PLATIN- por parte del Operador. 
“(OIM, 2013, p.13) 
“• Rinde informe inicial de la situación 
familiar, económica, social, 
psicológica, cultural y del nivel 
educativo del adolescente ante el 
Juez de Garantías, con el apoyo del 
equipo psicosocial.  
• Presenta en audiencia de imposición 
de sanción un estudio actualizado, 
Autoridad o Entidad Competencias 
basado en el informe inicial, sobre los 
resultados de la intervención realizada 
al adolescente.  
• Es notificado de la acusación del 
adolescente. (OIM, 2013, p.13) 
“• Controla el cumplimiento de la 
obligación del Operador de vincular al 
adolescente al sistema educativo.” 
(OIM, 2013, p.13) 
Equipo Técnico - ICBF Equipo 
integrado por psicólogo, 
trabajador social y nutricionista 
“• Verifica los derechos y libertades 
consagrados del Artículo 17 al 37 del 
Código de la Infancia y la 
Adolescencia.  
• Contacta a los padres del 
adolescente o a sus representantes 
legales para que participen 
activamente en todas las fases del 
proceso. “(OIM, 2013, p.13) 
“• Realiza entrevista inicial al 
adolescente y su familia y conceptúa 
sobre las condiciones psicológicas, la 
dinámica del adolescente en el ámbito 
familiar y social, y su condición física 
y nutricional. (OIM, 2013, p.14) 
“• Elabora el informe integral que será 
presentado en las audiencias de 
garantías y de conocimiento.  
• Adelanta las intervenciones con el 
adolescente y su familia.  
Autoridad o Entidad Competencias 
• Conoce, analiza y hace seguimiento 
al PLATIN.  
• Revisa los informes que envían los 
operadores.  
• Registra dicha información en la 
historia de atención.  
• Registra en los sistemas del ICBF las 
actuaciones que realice con cada 
adolescente y sus familias.  
• Efectúa seguimiento psicosocial al 
adolescente.” (OIM, 2013, p.14) 
Comisaría de Familia – Alcaldía 
Municipal o Distrital 
“En los lugares donde no haya 
Defensores de Familia, debe cumplir 
las funciones asignadas a estos. 
Inspección de Policía - Alcaldía 
Municipal o Distrital 
En los lugares donde no haya 
Defensores de Familia ni Comisarios 
de Familia, cumplen las funciones 
asignadas a estos.” (OIM, 2013, p.14) 
Ministerio Público – Procuraduría 
General de la Nación 
“• Participa en los procesos judiciales 
en defensa de los derechos de todos 
los afectados.  
• Impugna las decisiones que se 
adopten, de ser procedente.” (OIM, 
2013, p.14) 
Instituto Nacional de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses – FGN 
“• Presta los servicios médico-legales 
y de ciencias forenses solicitados por 
Fiscales, Jueces, Defensores de 
Familia y otros.  
• Verifica las pruebas periciales y 
exámenes forenses practicados por 
Autoridad o Entidad Competencias 
los cuerpos de policía judicial y otros 
organismos.  
• Realiza el dictamen para determinar 
la edad probable.  
• En los eventos en que se evidencie 
discapacidad psíquica o mental, 
determina la real situación del niño, 
niña o adolescente.” (OIM, 2013, p.14) 
Fuente: “Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF y Organización Internacional para las 
Migraciones” (OIM, 2013, pp.10-14.) 
 
1.4. El adolecente infractor en el SRPA: 
 
Los adolescentes que han sido vinculados al SRPA son aquellos que están entre 
14 y 18 años al momento de cometer un hecho punible. Algunos de los principales 
factores de riesgo y características que se observan; en muchos casos, de estos 
adolescentes son: la pobreza, la exclusión del sistema educativo, la pertenencia a 
familias disfuncionales y el consumo de sustancias psicoactivas. De esta manera, se 
podría afirmar que en estos escenarios de pobreza y de marginalidad se encuentra 














Fabricación, tráfico y porte de
armas de fuego
Actos sexuales con menor de
14 años
Figura 2. Tipos de delitos cometidos por adolescentes que ingresaron al SRPA entre 
2008 y 2016 en Colombia 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del “Observatorio del Bienestar de la Niñez del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar” (ICBF, 2018, p.8 ). 
 
Otra de las teorías que puede explicar el incremento de las infracciones de los 
adolescentes, según el Ministerio de Justicia y del Derecho, Ministerio de Salud y 
Protección Social, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF y Fiscalía General 
de la Nación (2017), son: “Las posibles relaciones entre el consumo de sustancias 
psicoactivas y la comisión de delitos” (p.15).  
 
Del mismo modo, se identifican los postulados de un autor que es el primero en 
asociar la delincuencia a la drogadicción, explicando que hay tres formas en las que se 
representa esta relación. El autor se llama Goldstein (1985; 1991), citado por el Ministerio 
de Justicia y del Derecho, Ministerio de Salud y Protección Social, Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar – ICBF y Fiscalía General de la Nación (2017), y afirma que las 
tres formas son las siguientes: 
 
“a) La atribución psicofarmacológica: delitos que se cometen bajo la influencia de drogas y 
están relacionados con los efectos que produce su consumo prolongado. En este ámbito 
se cometen delitos contra las personas y, en algunos casos, violencia intrafamiliar, en 
donde, si bien la droga actúa como un factor desencadenante, la conducta violenta 
respondería además a dinámicas relacionales; b) La atribución económico-compulsiva: 
delitos que se cometen con el propósito de obtener dinero para financiar el consumo de 
drogas. Estos casos se asocian a los delitos contra la propiedad o la venta de drogas; c) 
La atribución sistémica: delitos que ocurren alrededor del funcionamiento de los mercados 
ilegales de drogas, en donde se generan fenómenos de violencia y corrupción”. (Ministerio 
de Justicia y del Derecho, Ministerio de Salud y Protección Social, Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF y Fiscalía General de la Nación 2017, 
pp.15-16) 
 
En el primero de los casos citados, se generan los delitos cuando la persona está 
bajo los efectos de la droga, y por lo tanto no tiene control de las emociones. De tal forma 
que, por algún reclamo de la familia, el menor responde agresivamente. Siendo ésta una 
asociación de rebote a la disciplina familiar. 
 
En el segundo de los casos, los delitos se cometen para conseguir dinero para el 
consumo, por lo general, se dan en un síndrome de abstinencia. Para esta relación, el 
delito más común es el hurto. 
 
Por último, en la tercera forma como se representa esta relación, se identifica que 
los delitos están asociados al entorno en donde se comercializan los estupefacientes. En 
estos lugares se encuentran focos de violencia y otros asociados a la corrupción que 
impide que se encuentren y se cierren estos sitios, empezando por el mismo hecho de 
la venta de sustancias prohibidas. 
 
En este ámbito investigativo sobre la asociación “droga-delito”, los autores Díaz et 
al. (1997), citados por el Ministerio de Justicia y del Derecho, Ministerio de Salud y 
Protección Social, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF y Fiscalía General 
de la Nación (2017), agruparon en tres hipótesis los diferentes estudios que se han 
realizado alrededor de esta asociación: 
 
“En la primera, se afirma que la conducta delictiva es consecuencia de la drogadicción del 
individuo. En este caso, la droga se ve como una necesidad y el individuo que la consume 
se introduce en el mundo delincuencial por la necesidad económica que se deriva de ese 
consumo, lo que significa que la droga es la causa de la delincuencia”. (Ministerio de 
Justicia y del Derecho, Ministerio de Salud y Protección Social, Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar – ICBF y Fiscalía General de la Nación 2017, p.16) 
 
 Esta primera hipótesis encuentra correspondencia con la relación propuesta por 
Goldstein (1985; 1991), “La atribución económico-compulsiva” (citado por el Ministerio 
de Justicia y del Derecho, Ministerio de Salud y Protección Social, Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar – ICBF y Fiscalía General de la Nación, 2017, p.15). Ambas 
establecen la conexión entre la necesidad de consumir drogas y el dinero para 
adquirirlas, en consecuencia, se generan delitos contra el patrimonio económico, por lo 
general. 
“En la segunda, la conexión entre drogadicción y delincuencia tiene mayor complejidad ya 
que muchos individuos consumidores manifiestan comportamientos delictivos con 
anterioridad a su drogadicción y los delitos cometidos no son derivados o consecuencia de 
la necesidad económica para adquirir la droga. Desde esta perspectiva, sería posible 
concluir que la drogadicción puede causar mayor delincuencia. Esta hipótesis asume que 
la delincuencia causa consumo”. (Díaz, et al., 1997, citado por el Ministerio de Justicia y 
del Derecho, Ministerio de Salud y Protección Social, Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar – ICBF y Fiscalía General de la Nación, 2017, p.16) 
 
La segunda hipótesis de este autor tiene una relación inversa, ya que, se propone 
que el consumo no causa la delincuencia, sino al contrario, la delincuencia causa el 
consumo. Esta conclusión se obtuvo de declaraciones de consumidores que admiten 
haber cometido delitos antes de empezar a consumir estupefacientes.  
 
“La tercera, afirma que no existe una relación causal entre ambos comportamientos de 
manera que cualquier relación por establecer es simplemente aleatoria. De este modo, 
tanto delincuencia como consumo forman parte de un mismo proceso en el cual intervienen 
otros factores externos (culturales, motivacionales, familiares, grupales, sociales, etc.)”. 
(Díaz, et al., 1997, citado por el Ministerio de Justicia y del Derecho, Ministerio de Salud y 
Protección Social, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF y Fiscalía General de 
la Nación, 2017, p.16) 
 
La última afirmación, obliga a buscar causales en otros fenómenos psicológicos, 
sociales o económicos, tales como: la baja autoestima, el auto control, los factores 
asociados al abandono, el estrés laboral, la pobreza, y la desigualdad. 
 
Se podría concluir que, si bien existen múltiples causas que se pueden asociar 
tanto al consumo como a la delincuencia, se ha encontrado:  
 
“(…) evidencia que sustenta que el nivel de consumo en población que ha cometido un 
delito es superior al de la población general; así mismo, un alto porcentaje de personas 
cometen delitos bajo la influencia de una sustancia psicoactiva o para proveerse de ella”. 
(Ministerio de Justicia y del Derecho, Ministerio de Salud y Protección Social, 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF y Fiscalía General de la Nación 
2017, p.17) 
 
Es por ello muy importante que se realicen intervenciones integrales en las 
familias, para que se detecten situaciones de consumo de estupefacientes en los “niños, 
las niñas y los adolescentes” (ICBF), , antes de que incurran en otros delitos. También, 
en zonas deprimidas se deben establecer políticas estatales de prevención del delito y 
del consumo en toda la población, con el fin de que se eliminen los procesos que puedan 
causar tendencia al delito o al consumo, tales como: la pobreza extrema. Se puede hacer 
acompañamiento a los “niños, las niñas y los adolescentes” (ICBF), que vivan en estos 
lugares y que, por lo general, por la necesidad de los adultos de buscar ingresos, 
comúnmente se quedan solos en los hogares y están expuestos a la comisión de delitos 
o al consumo de estupefacientes para evadir la soledad. 
 
 
2. Caracterización del SRPA en Risaralda 2008-2017 
 
2.1. Caracterización estadística: 
 
Según los datos estadísticos del “Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes en Risaralda” (SRPA, 2017), refieren que las tipologías delictivas más 
frecuentes son: “hurto, fabricación, porte o venta de estupefacientes, violencia 
intrafamiliar, violencia contra servidor público y lesiones personales” (Cfr. I.C.B.F.  
Subdirección de Responsabilidad Penal para Adolescentes, Estadística del SRPA, 
valijas 2008 – 2017, p. 7). 
 
El delito por el que más ingresan menores al SRPA es el hurto y esto indica que, 
tras el acto delictivo existen causas económicas que los llevan a empezar una vida 
delictiva a temprana edad. Como también una fuerte tendencia al consumo de sustancias 
psicoactivas, que genera precisamente la comisión de otros delitos para acceder a los 
alucinógenos.  
 
En estos últimos años en los contextos penitenciarios se menciona 
constantemente sobre el “enfoque diferencial”, es así como el SRPA desde la ley ha 
querido reconocer estas individualidades, como lo son: la orientación sexual, la 
pertenencia a grupos étnicos diferentes y la vulnerabilidad por situaciones de 
discapacidad. Sin embargo, en la práctica no se han desarrollado todavía programas y 
proyectos concretos que demuestren que estos enfoques diferenciales están operando 
en la realidad, sobre todo en los CAE.  
Del mismo modo, en el presente documento se realiza una caracterización por 
rango de edad. El total de adolescentes que ingresaron en Colombia al SRPA entre el 
año 2008 y 2017 fue de 242.300 menores. En la siguiente figura se visibiliza la 
distribución por edades. 
 
Figura 3. Consolidado nacional del ingreso al SRPA entre 2008 y 2017 por edades en 
Colombia 
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del “Observatorio del Bienestar de la Niñez del Instituto 























Figura 4. Consolidado nacional del ingreso al SRPA entre 2008 y 2017 por sexo en 
Colombia 
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del “Observatorio del Bienestar de la Niñez del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar” (ICBF, 2018, p. 11) 
 
Los menores que más ingresan al sistema son los que tienen 17 años con un 37% 
de participación, seguidos de los de 16 años con un 31% y los de 15 años con un 20%. 
De estos 242.300 menores, el porcentaje de comisión de delitos por personas de sexo 
masculino son 213.753 que corresponde al 88%, y 28.547 al sexo femenino, que 
corresponde al 12%. 
 
Por lo cual, es posible afirmar que la actividad delictiva en adolescentes 
infractores, los hombres siempre son más proclives al delito. Esto por varias razones, por 
ejemplo: los liderazgos en la criminalidad organizada, la misma estructura familiar; que 
se caracteriza por ser disfuncional, en donde la autoridad muchas veces está en cabeza 
de los hombres, entre otras.   
 
Otro aspecto por considerar es que los programas de prevención del delito y las 
políticas públicas debieran estar focalizados entre los 16 y 17 años. Principalmente para 
ayudar a fortalecer más mecanismos de uso adecuado del tiempo libre y el manejo de 
pares negativos. 
 







8 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 
14 años 199 1842 2686 3166 3232 3566 2665 2253 1995 1080 
15 años 
152
1 3568 4973 5523 5879 6383 5780 5163 4127 2008 
16 años 
246
1 5559 7449 8340 9069 9210 9374 7870 6946 3566 
17 años 
357






1 9974 8492 4451 
Sin dato 






















Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del “Observatorio del Bienestar de la Niñez del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar” (ICBF, 2018, p. 12) 
 
Como se ha mencionado anteriormente, se considera pertinente analizar “la 
relación entre el consumo de sustancias psicoactivas y la comisión de delitos” (Vilalta, 
2010, p.1), ya que, para muchas personas es un gran detonante de la criminalidad juvenil.  
 
Igualmente, se debe indagar sobre la problemática que surge al enfrentarse a los 
informes estadísticos. Se ha identificado que no hay una estadística unificada, a 
diferencia de los datos con relación a los adultos, que todo se ingresa en el Sistema 
Penal Oral Acusatorio – SPOA. Mientras que para la infancia y la adolescencia cada 
institución maneja su propia estadística, por consiguiente, pueden diferir unas de otras. 
Por ejemplo, las estadísticas más confiables son las valijas de la Subdirección de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes del ICBF, aún así, si se comparan con las 
estadísticas del Centro de Servicios Judiciales para Adolescentes (CESPA) (ICBF, 2018) 
de Risaralda, inmediatamente se encuentran diferencias. En las del ICBF, muchas 
actuaciones quedan sólo en restablecimiento de derechos y no llegan al proceso penal, 
en cambio en las del de Centro de Servicios Judiciales son sólo las actuaciones que 
llegan a los juzgados.  
 
Además, es necesario considerar que los datos a nivel nacional tienen una 
desagregación por delitos muy amplia. Mientras que, en la información recolectada para 
el departamento de Risaralda, se parte de la compilación general realizada por el Dr. 
Jairo Alberto Martínez Idárraga; docente investigador en temas de Justicia Juvenil, quien 
sólo incluye los delitos de mayor ocurrencia, como son: hurto, estupefacientes, delitos 
sexuales, homicidio o tentativa, porte de armas, violencia intrafamiliar y otros (Martínez, 
2012; Martínez y Del Pozo, 2016). Esto ocasionó que, al revisar los datos sobre los 
ingresos por delito que provee el “Observatorio del Bienestar de la Niñez” (ICBF, 2018), 
se sumaran conservando las categorías departamentales, por lo tanto, no se pueden 
comparar como datos iguales.   
 
El comparativo entre el total de Colombia y los ingresos al departamento de 
Risaralda, se observa en la siguiente figura. 
 
 
Figura 5. Comparativo de ingresos al SRPA entre Colombia y Risaralda durante el año 





















369 321 583 818 813 950 802 551 457 407
Colombia
Risaralda
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del “Observatorio del Bienestar de la Niñez del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar”(ICBF ,2018). 
 
Como se observa en la figura, los mayores ingresos al SRPA en el distrito judicial 
de Risaralda, se registraron en los años 2012 (813 ingresos), 2013 (950 ingresos) y 2014 
(802 ingresos). A partir de la fecha, muchos consideran que el ingreso al sistema; tanto 
a nivel nacional como regional, ha decrecido, pero no se logra tener información precisa 
de cuáles podrían ser las causas de esta disminución tan notable. Para muchos podría 
referirse al éxito en algunos programas de prevención, para otros, esto no es verdad y 
se trata más bien de la desmotivación de la policía de vigilancia para no judicializar a los 




2.2. Caracterización de los adolescentes infractores: 
 
Frente a la caracterización de “adolescentes infractores de la ley penal” (Parra, 
2015, p. 1)  se visibiliza que prevalece la extrema vulnerabilidad, la pertenencia a familias 
disfuncionales, en donde en la mayoría de los casos es ausente la figura paterna. Por lo 
cual, la madre debe salir a trabajar y proveer de lo necesario al hogar, también 
exigiéndoles una parte a los menores, lo que puede ser un agente impulsor a la 
criminalidad. Así mismo, son adolescentes consumidores de sustancias psicoactivas; 
práctica que se encuentra completamente normalizada. Es decir, conviven en ambientes 
de drogadicción y sus amigos son pares negativos, que por lo general son gibaros 
dedicados al comercio de estupefacientes en modalidad de microtráfico y 
narcomenudeo. Otras de las características de los adolescentes infractores es la baja 
autoestima y muchas veces han sido víctimas de violencia psicológica, física y hasta 
sexual. 
 
De esta referenciación se puede observar que hay un mayor ingreso de 
adolescentes hombres. Es así como en el año 2012 “ingresaron 735 hombres y 77 
mujeres, para un total de 813 ingresos. En el año 2013 hubo un ingreso de 850 hombres 
y 100 mujeres, es decir, 950 adolescentes. En cuanto al año 2014, se registraron 802 
ingresos, 727 hombres y 75 mujeres. En el 2015 ingresaron en total 551 adolescentes, 
495 hombres y 56 mujeres. En el 2016 el total de ingresos fue de 457, de ellos 407 fueron 
hombres y 50 mujeres. Por último, en el 2017 el total de ingresos al SRPA fue de 407 
adolescentes, 358 hombres y 49 mujeres.” (Cespa Risaralda, 2018) 
 
Con el análisis de estos datos estadísticos es como se re – afirma que hay una 
constante diferencia en los ingresos entre hombres y mujeres. Durante todos los años se 
evidencia un mayor ingreso de adolescentes hombres. No obstante, también es un hecho 
que las adolescentes mujeres han aumentado su participación en organizaciones 




Figura 6. Género de los menores ingresados al SRPA entre el 2008 y el 2017 en 
Risaralda 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos obtenidos en el “Centro de Servicios Judiciales para 
Adolescentes Risaralda” (Cespa, 2018). 
 
Otras de las principales variables para analizar se encuentra en el rango de edad 
en que ingresaron los adolescentes. En este sentido, a continuación se presentan las 








En el año 2012, se identifica lo siguiente: 27 adolescentes de 14 años, 95 de 15 años, 231 
de 16 años y 356 de 17 años. En el año 2013 ingresaron 15 adolescentes de 14 años, 84 
de 15 años, 208 de 16 años y 509 de 17 años. En el año 2014 se registra el ingreso de 12 
adolescentes de 14 años, 48 de 15 años, 158 de 16 años y 257 de 17 años. En el 2015 
ingresaron 16 adolescentes de 14 años, 52 de 15 años, 121 de 16 años y 174 de 17 años. 
En el año 2016, las estadísticas demuestran el ingreso de 11 adolescentes de 14 años, 27 
de 15 años, 77 de 16 años y 135 de 17 años. Por último, en el año 2017, se evidencia el 
ingreo de 17 adolescentes de 14 años, 25 de 15 años, 62 de 16 años y 210 de 17 años. 
(Cespa, 2018) 
 
“De lo anterior puede colegirse que el legislador ha sido muy claro al dejar estas edades 
como racero para aplicar las penas y sanciones. Y lo hace de una manera muy justificada, 
pues en principio se cree que las personas mayores de 18 años tienen la madurez 
psicología suficiente para ser conscientes de sus hechos y cuando cometen un delito hay 
que aplicar un castigo; no sucede igual con los adolescentes entre los 14 y 18 años, pues 
si bien es cierto ya hay una presunción de que su madurez psicológica ya les permite actuar 
en pleno conocimiento de las consecuencias de sus actos, se trata de aplicar un medida 
de sanción acorde al tipo de infracción que el cometió” (Martínez, Olaya y Zuleta, 2014, 
p.80) 
 
La edad de menor ingreso corresponde al límite inferior de la edad cronológica 
para ser responsable de sus actos, y este hecho puede explicar porque son tan pocos 
los menores que a los 14 años se atreven a delinquir. Mientras que, a medida que se va 
adquiriendo madurez emocional y física, se va aumentando la capacidad de participar en 
actos ilícitos, y es por ello que los adolescentes de mayor edad (17 años), son los que 
más se involucran en conductas antijurídicas. 
 
 
Figura 7. Edad de los menores que ingresaron al SRPA entre el 2008 y 2017 en 
Risaralda 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del “Observatorio del Bienestar de la Niñez del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar” (ICBF, 2018). 
 
Tal y como se observa en la gráfica anterior, sin lugar a duda se corrobora que el 
promedio de edad para la “comisión de delitos por parte de adolescentes infractores” 
(Colmenares y Gaitán, 2017, p. 17)  se presenta, mayoritariamente, entre los 16 y 17 
años. Una edad bastante compleja si se tiene en cuenta que muchos adolescentes 
vinculados al SRPA inician su carrera delictiva a edades muy tempranas y ésta se 
proyecta incluso una vez han cumplido su mayoría de edad.  
 
2.3. Reincidencia y reiteración del delito: 
 
Desde la concepción más simple, “La reincidencia se refiere a la repetición de un 
acto delictivo por parte del delincuente” (Ossa, 2012, p.115). La reincidencia en la 
comisión de un delito es un fenómeno que se presenta en todo el sistema penal 
colombiano, pero que debería haber disminuido con la aplicación del SRPA. Teniendo 
en cuenta que éste no busca castigar sino resocializar al adolescente, buscando las 
causas que lo llevaron a cometer el acto ilícito y contando con la corresponsabilidad 

















“Fariña, Arce y Vásquez (2014) plantean que “la reincidencia tiene relación con el tipo de 
delito, pues a mayor gravedad del hecho punible, mayor probabilidad de reincidencia.”  De 
igual manera, se asocia con la cronicidad, pues estadísticamente los delincuentes 
primarios tienen menores índices de reincidencia que los crónicos: También depende del 
tratamiento, pues los reincidentes que han recibido intervención cognitivo conductual, 
tienen menor probabilidad de volver a delinquir (Fariña, et al., 2014). Según Bravo, Sierra 
y Del Valle (2009) los adolescentes que inician su carrera delictiva con conductas ilícitas 
más graves tienen mayor posibilidad de reincidir”. (Colmenares y Gaitán, 2017, pp.11-12) 
 
Esta mirada a la reincidencia permite identificar unas alertas tempranas en los 
adolescentes, que el SRPA puede utilizar para diseñar estrategias que disminuyan el 
riesgo de reincidencia. Lo cual favorece el alcance del objetivo del sistema, es decir, se 
lograrán cada vez menos ingresos de adolescentes y aquellos/as que ya están en el 
SRPA podrán encontrar en la resocialización, una oportunidad de reintegrarse de manera 
adecuada a la sociedad.  
 
Desde esta perspectiva, una interpretación adecuada de la reincidencia se 
encuentra en la Sentencia C-181 de 2016, en donde se afirma que: 
 
“Una visión unidireccional de la finalidad resocializadora de la pena negaría todo objetivo 
de reinserción social a una sanción fundada en la reincidencia, pues a priori e intuitivamente 
se llegaría a la conclusión relativa de que el origen mismo de la recaída en el delito es el 
fracaso de las medidas estatales tendientes a la rehabilitación social del delincuente. Sin 
embargo, esta posición argumentativa no consulta la realidad de la función resocializadora 
de la pena, pues la misma no impone deberes unilaterales solamente en cabeza del 
Estado, sino que implica una serie de obligaciones de doble vía en los que necesariamente 
participa el delincuente que es objeto de sanción. Conforme a lo expuesto, la función 
resocializadora de la pena no se agota en los esfuerzos estatales por lograr la 
resocialización del delincuente, sino que también implica la participación de aquel, a través 
de la asunción de compromisos personales y sociales que permitan materializar su 
rehabilitación en la vida en sociedad, es decir, el condenado penal no es un convidado de 
piedra en el cumplimiento de los objetivos de la pena impuesta, pues está en la obligación 
de asumir una actitud activa en su proceso de rehabilitación”. (Corte Constitucional de la 
República de Colombia, 2016, Expediente D-10946) 
 
Entonces, la reincidencia demuestra que el adolescente no asumió de manera 
activa su responsabilidad en el delito anterior y tampoco la fase del SRPA, que implica 
procesos de resocialización. Los cuales no dieron los resultados necesarios para que él 
o ella no volviera a reincidir y es por ello que se ve enfrentado a un nuevo proceso, donde 
de salir responsable jurídicamente, debe tener unos agravantes. 
 
Sucede también que, tal vez, durante el tiempo de ejecución de la sanción, el 
adolescente haya alcanzado los logros y las competencias. Sin embargo, al egresar del 
sistema y reintegrarse a su contexto pueda que vuelva a reincidir a la comisión de delitos. 
Reconociendo que, por lo general, estos contextos están caracterizados por factores de 
vulnerabilidad, en el que se relaciona con pares negativos y de pocas habilidades para 




Tabla 5. Ingresos y reincidencias de menores al SRPA entre 2008 y 2017 en Risaralda 
Ítem 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 Total 
Ingresos 299 241 476 689 708 836 700 503 432 358 5242 
Reincidentes 70 80 107 129 105 114 102 48 25 49 829 
Total 369 321 583 818 813 950 802 551 457 407 6071 
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos obtenidos en el “Centro de Servicios Judiciales para 
Adolescentes Risaralda” (Cespa, 2018). 
 
El total de adolescentes que ingresaron al SRPA en el departamento de Risaralda 
durante el período 2008 – 2017 fue de 6.071, los cuales se clasificaron en ingresos por 
primera vez correspondiente a 5.242 menores y 829 menores reincidentes, con una 
participación del 14%. De esta manera, también fue posible establecer que el año de 
mayor reincidencia fue el 2009, con un 24.92% de reiteración en el delito y el de menor 
valor fue el 2016, con un 5.47%. El promedio de reincidencia en el período de estudio 
fue del 13.66%. 
 
En cuanto a las causas de la reincidencia, se referencian éstas: “El deseo de 
mantener el estilo de vida que el adolescente creó a partir de la obtención de dinero fácil” 
(Valencia, 2015,  p.382). Es decir, factores económicos y sociales asociados a la imagen 
de poder que han proyectado los narcotraficantes en el mundo. 
 
Igualmente, de acuerdo con Valencia (2015): “El consumo de sustancias 
psicoactivas” (p.382) es la causa más común, ya que, los adolescentes bajo el efecto de 
las drogas pierden el temor y la vergüenza, aprovechando este estado para cometer 
delitos. De manera similar, se evidencia la circunstancia de cuando no tienen dinero para 
consumir, por consiguiente, la abstinencia los vuelve agresivos y buscan conseguir 
dinero de cualquier forma para comprar la dosis. “La profesionalización del delito, es otra 
de las causas y se entiende como la creencia que tiene el adolescente de que delinquir 
es la única actividad que le proporcionara lo necesario para subsistir” (Valencia, 2015, 
p.382). 
 
2.4. Caracterización criminológica: 
 
Tabla 6. Ingresos al SRPA entre 2008 y 2017 por tipo de delito en Risaralda 
Tipo de delito 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 Total 
Hurto 100 109 157 224 250 290 243 105 108 62 1648 
Estupefacientes 159 78 258 305 207 257 172 136 97 99 1768 
Delitos sexuales 3 17 15 42 69 84 64 68 62 67 491 
Homicidio o tentativa 9 24 29 39 58 36 48 18 28 30 319 
Armas 43 33 64 71 33 43 32 22 18 26 385 
Violencia intrafamiliar 18 6 2 15 30 55 51 62 40 53 332 
Otros delitos 37 54 58 122 166 185 192 140 104 70 1128 
 
369 321 583 818 813 950 802 551 457 407 6071 
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos obtenidos en el “Centro de Servicios Judiciales para 
Adolescentes Risaralda”  (Cespa, 2018). 
 
De los datos suministrados por el Centro de Servicios Judiciales para 
Adolescentes de Risaralda (Cespa, 2018), es posible concluir que el delito de mayor 
prevalencia en Risaralda son los estupefacientes; a diferencia del país, siendo cometido 
por un total de 1.768 menores. Los datos presentados corresponden a una realidad que 
vive el departamento, y que obligó a la Gobernación de Risaralda a implementar un plan 
antidrogas, tal y como se desprende del siguiente comunicado. 
 
“Teniendo como punto de partida la compleja problemática que afronta el 
departamento en materia de consumo de drogas ilícitas, la Gobernación de 
Risaralda, comenzó la implementación de la política pública que tiene como 
propósito enfrentar el microtráfico y la comercialización de sustancias psicoactivas 
en el departamento”. (Gobernación del Risaralda, 2017) 
 
Especialmente, el área metropolitana del departamento ha sido considerada como 
foco de consumo. Reconociendo que es una región que por su vocación cafetera tiene 
temporadas de cosecha, y muchos adolescentes reciben dinero que gastan en el 
consumo de drogas ilícitas. Además, existen otras condiciones como lo es la alta 
migración de padres y madres al extranjero; en la búsqueda de una mejor calidad de 
vida, por ende, giran importantes sumas de dinero para el sostenimiento de los/as 
hijos/as, y ellos/as lo aprovechan para el derroche y consumo, entre ello de 
estupefacientes.   
 
Para el departamento de Caldas, se reporta el hurto como el delito de mayor 
prevalencia. “Siendo los delitos de mayor impacto el hurto en un 40.6%, el tráfico, 
fabricación o porte de estupefacientes en un 29.3% y el homicidio en un 9.5%” (Valencia, 
2015, p.381).   
 
Aún estado en la zona cafetera, el departamento de Caldas posee condiciones 
socioeconómicas diferentes a las de Risaralda, y esto se manifiesta también en las 
estadísticas de ingresos y de la tipología de los delitos más relevantes cometidos por los 
adolescentes de esta región. 
 
2.5. Caracterización interinstitucional: 
 
En el distrito judicial de Risaralda, el SRPA está compuesto por las siguientes 
instituciones:  
 
• La Policía Nacional de Infancia y Adolescencia: “Tiene como función la 
protección integral de los niños, las niñas y los adolescentes en el marco de las 
competencias y funciones que le asigna la ley”. (www.huila.gov.co) 
 
• La Fiscalía de Menores: “Se encarga de la investigación de los delitos, 
calificarlos jurídicamente y acusarlos ante los jueces y tribunales competentes.” 
(www.icbf.gov.co) 
 
• Los Jueces de Menores: Hay “dos tipos de jueces de menores”. El de “Control 
de Garantías” (Vilalta, 2010) que es el encargado de intervenir durante el proceso 
de “indagación y la investigación” (OIM, 2013), además valora la legalidad y 
legitimidad de la actuación de las personas que intervienen en el proceso de 
Infancia y Adolescencia, garantizando que los derechos fundamentales sean 
respetados en todo momento. Se encargan de establecer la “pertenencia étnica 
de las partes, y provee los traductores siempre que la lengua materna de una de 
las partes en el proceso no sea la que se esté utilizando en el trámite del proceso.” 
(OIM, 2013)  
 
Los segundos son los Jueces Penales con funciones de Conocimiento (CSJ). 
“Se encargan de conocer de la formulación de la acusación que hace el Fiscal, 
de decidir sobre la solicitud de preclusión de la investigación, de ser necesario 
impone la sanción al adolescente declarado responsable penalmente por la 
comisión de un delito, controla la ejecución de la sanción e informa al adolescente 
y a su familia sobre su situación procesal y sus derechos en el caso de la privación 
de la libertad.” (www.cali.gov.co) 
 
• El ICBF y el Defensor Público de Menores: Son los “encargados de acompañar 
al adolescente en todas las actuaciones del proceso, verificando la garantía de los 
derechos del adolescente, tomar las declaraciones y entrevistas rendidas por el 
adolescente del cuestionario enviado por Juez o Fiscal y realizar el seguimiento 
al adolescente durante la ejecución de la sanción (Recibe mensualmente el 
reporte del Plan de Atención Individual - PLATIN- por parte del Operador).” (OIM, 
2013) 
 
Se encarga también de “rendir el informe inicial de la situación familiar, económica, 
social, psicológica, cultural y del nivel educativo del adolescente ante el Juez de 
Garantías, con el apoyo del equipo psicosocial. Presenta en audiencia de 
imposición de sanción un estudio actualizado, basado en el informe inicial, sobre 
los resultados de la intervención realizada al adolescente.” (OIM, 2013)  
 
Al ICBF y el Defensor Público de Menores, se debe “notificar de la acusación del 
adolescente y controla el cumplimiento de la obligación del Operador de vincular 
al adolescente al sistema educativo.” (OIM, 2013) 
 
• La Procuraduría delegada para Infancia y Adolescencia: Es la” encargada de 
participar en los procesos judiciales en defensa de los derechos de todos los 
afectados, y puede impugnar las decisiones que se adopten, de ser procedente.” 
(Parra, 2010)  
 
• El Instituto de Medicina Legal: Se encarga de prestar los “servicios médico-
legales y de ciencias forenses solicitadas por Fiscales, Jueces, Defensores de 
Familia y otros. Además, debe verificar las pruebas periciales y exámenes 
forenses practicados por los cuerpos de policía judicial y otros organismos. 
Realizar el dictamen para determinar la edad probable y en los eventos en que se 
evidencie discapacidad psíquica o mental” (OIM, 2013), se encarga de determinar 
la real situación del niño, la niña o el adolescente. 
 
• Los Operadores del Municipio: Encargados de apoyar los sistemas de 
resocialización, reeducación e internamiento de menores. Estos son: “Hogar del 
niño de la calle”, “Esta es mi casa”, que realizan Intervención de apoyo; los 
Hogares Claret, que dan intervención de apoyo y se encargan del manejo de 
menores en Seminternado; los Centro de Reeducación de Menores Infractores 
(Creeme), dentro de los cuales se identifican el Centro de Reeducación 
Marceliano Ossa, donde se internan los hombres y el Lazaro Nicholls para 
mujeres, ambos operados por los Hogares Claret.  
 
Luego de esta descripción, se considera importante mencionar que hace algunos 
años la situación institucional era la misma que hoy en día,  
 
“Para el caso del municipio de Pereira la unidad de trabajo se constituyó de 30 programas 
de atención a la primera infancia, y solamente tres para la atención de adolescentes 
infractores(as), como son: Instituto Marceliano Ossa (CREME), Fundación Hogares Claret, 
Fundación Esta es mi Casa, de los cuales solamente dos tienen una trayectoria sólida que 
les permite presentar una experiencia significativa en el manejo de este tipo de 




Figura 8. Estado de los procesos adelantados entre 2008-2017 en el SRPA de 
Risaralda 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos obtenidos en el “Centro de Servicios Judiciales para 
Adolescentes” (Cespa, 2018)  Risaralda. 
 
El determinar el tipo de sanciones impuestas es de especial interés del presente 
estudio, por tal motivo, se incluye a continuación una tabla con los tipos de sanciones 






Tabla 7. Tipos de sanciones impuestas a los menores en el SRPA de Risaralda 
durante los años 2008-2017 
Ítem Valor % 
Internamiento en medio semicerrado 1046 29 
Privación de la libertad 611 17 










Reglas de conducta 1015 28 
Servicio a la comunidad 131 4 
Amonestación 103 3 
Total 3570 100 
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos obtenidos en el “Centro de Servicios Judiciales para 
Adolescentes” (Cespa, 2018) Risaralda  
 
La principal sanción impuesta en el SRPA de Risaralda es el “Internamiento en 
medio semicerrado” con un 29% de las sanciones, seguido de “Reglas de conducta” con 
un 28%. Esta sanción consiste en: “La imposición por la autoridad judicial al adolescente 
de obligaciones o prohibiciones para regular su modo de vida, así como promover y 
asegurar su formación. Esta sanción no podrá exceder los dos (2) años” (Congreso de 
la República de Colombia, 2006, Artículo 183).  
 
Estos datos indican que aunque el sistema sancionatorio del SRPA, es el que más 
participación tiene, más de la mitad de los ingresos al sistema terminan con 
internamiento, privación de la libertad y libertad vigilada. Al sumar sus porcentajes da un 
total de 65%, mientras que el servicio a la comunidad solo tiene un 4% de participación. 
 
La situación desde hace 10 años de instaurado el sistema integral, no ha 
cambiado, sigue en el sistema sancionatorio, estos resultados son analizados por 
Martínez (2012): 
 
“Con respecto a la sanción en el SRPA, se tiene que es claro los fines pedagógicos de 
protección y restauración (Ley 1098 de 2006, arts. 140 y 178), pero ésta no se ha 
profundizado como debería ser, presentándose un uso exagerado de la pena privativa de 
la libertad y desconociéndose otras modalidades de sanción que son más acordes a la 
finalidad del sistema y podrían ser más educadoras, las cuales van desde la amonestación 
y el servicio social a la comunidad, hasta la imposición de reglas de conducta. 
Precisamente aquí se encuentra el punto neurálgico del SRPA, en donde se deben 
intervenir las problemáticas presentadas, porque no hay claridad tampoco sobre los 
parámetros que se deben seguir en la fijación de las sanciones para su graduación, 





Figura 9. Procedencia de los menores en el SRPA del departamento de Risaralda 
entre el 2008 y el 2017 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos obtenidos en el “Centro de Servicios Judiciales para 
Adolescentes” (Cespa, 2018) Risaralda.. 
 
El municipio de Pereira es el que más ingresos de menores aportaron al SRPA, 
en el período 2008 – 2017, con 3.357 registros que equivalen al 55% de los menores en 
conflicto con la ley. Consecuentemente, se encuentra Dosquebradas con el 20% y Santa 
Rosa con el 9%. Estos datos tienen una correspondencia con el mayor número de 
habitantes de cada uno de los municipios del departamento y también con el hecho de 
que Pereira es la capital. 
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3.1. Problemas desde el punto de vista de intervención: 
 
La intervención es la fase en que el menor ingresa al SRPA por haber cometido 
un delito o sospecharse que lo cometió, a partir de este momento se inicia una ruta para 
acompañar al menor dentro del sistema con un abogado defensor y funcionarios del 
ICBF, que protejan sus derechos. Aún así, este proceso tiene muchas limitantes en 
cuanto a la poca disponibilidad de personas para el acompañamiento y los lugares donde 
permanecen los menores antes de la fase sancionatoria, es decir, adolecen de elementos 
básicos que garanticen su bienestar.  
 
Por esta razón, se requiere un mayor énfasis en la fase preventiva del proceso de 
intervención, sobre todo en la política de estupefacientes, que es lo que más está 
aportando al ingreso de menores en el SRPA. Esto es corroborado en la entrevista 
realizada al Juez 1º Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento 
de Pereira. El Dr. Samuel Hernández afirma lo siguiente: 
 
“Como ya lo advertí, es necesario que el Estado cumpla con las políticas públicas 
que le ordena el Código de Infancia y Adolescencia, haciendo inversión suficiente 
en la prevención; que se invierta en programas eficientes para mermar y extinguir 
el consumo de Psicotrópicos de nuestros jóvenes, pues es la causa principal que 
los lleva a relacionarse con pares negativos y a cometer todo tipo de delitos. Que 
se adelanten programas dirigidos a nuestras clases más marginadas y vulnerables, 
brindando apoyo a las familias para que puedan desarrollar programas productivos 
y tener un buen nivel de vida; educar a los padres para que cumplan con ese 
principio de corresponsabilidad en la crianza de sus hijos” 
 
3.2. Problemas desde el punto de vista jurídico del SRPA: 
 
El SRPA adolece de un sistema procesal propio y se configura o se desarrolla por 
el procedimiento penal de adultos. De tal manera que en la Ley 1098 de 2006, se 
menciona que: “(…) el procedimiento del sistema de responsabilidad penal para 
adolescentes se regirá por las normas consagradas en la Ley 906 de 2004 (Sistema 
Penal Acusatorio), exceptuando aquellas que sean contrarias al interés superior del 
adolescente” (el Congreso de la República de Colombia, 2006, Artículo 144). 
 
Esto es una situación que transgrede la misma institucional de la Ley 1098 de 
2006, ya que, difiere del ideal de ser un sistema “pedagógico, específico y diferenciador” 
(Congreso de la República de Colombia, 2006, Artículo 140). 
 
3.3. Problemas desde el punto de vista de la política criminal: 
 
“La aplicación del SRPA ha mostrado una serie de inconsistencias que obedecen 
en algunos casos a vacíos legales, en otros a problemas de interpretación 
discrecional de las leyes y en otros a la carencia de programas de capacitación 
especializada para todas y todos los funcionarios que en el proceso intervienen, así 
como a la bajísima oferta institucional en la que puedan ser cumplidas las sanciones 
no privativas de libertad (…)”. (Comisión de Evaluación del Sistema de 
Responsabilidad Penal Adolescente, 2011, p.5) 
 
Es un hecho notorio que en Colombia no hay política criminal para adultos, y 
mucho menos para menores, esto se evidencia en la ausencia de políticas de prevención 
del delito, la ausencia de verdaderos programas de educación formal y no formal y la 
ausencia de programas para la formación para el trabajo. Todo esto impide que el fin de 
la Ley 1098 de 2006; establecido en el Artículo 1, no se haga realidad. Es decir, se 
presentarían dificultades para lograr un pleno desarrollo de ”los niños, las niñas y los 
adolescentes” (Icbf, 2018). 
 
No se puede hablar de intervenciones eficaces cuando no se sabe manejar el alto 
número de adolescentes consumidores de SPA. No se puede hablar de una intervención 
integral cuando, por ejemplo, no hay una formación sobre sexualidad. De hecho, se ha 
identificado que la educación sexual es un tema innombrable en el sistema, aún para 
aquellos adolescentes que tienen familias constituidas, viven en unión libre y tienen hijos. 
 
Así mismo, una gran falla del sistema es que no hay prevención del delito. El 
sistema es más sancionatorio que preventivo, lo cual genera que los pocos recursos que 
existen se empleen en atención de adolescentes privados de la libertad, y no se utilicen 
para el desarrollo de programas formativos. 
  
Conclusiones y recomendaciones 
 
 
Según los referentes estadísticos del sistema, hasta el año 2017 han ingresado 
6.071 adolescentes (5.497 hombres y 574 mujeres). Esto evidencia que la criminalidad 
juvenil sigue siendo un porcentaje menor al de los adultos. También, estas estadísticas 
demuestran que el porcentaje mayor de infractores de la ley penal está dado por 
adolescentes de género masculino. No obstante, no se puede desconocer que en los 
últimos años se ha registrado un aumento en la comisión de delitos por parte del género 
femenino. 
 
Es un hecho notorio el aumento de adolescentes que infringen la ley penal, de lo 
cual se concluye que algunas causas y/o factores de riesgo de esta situación social son: 
la vulnerabilidad, la exclusión o el rechazo social, la expulsión del sistema educativo y el 
alto consumo de SPA.  
 
El Sistema de Responsabilidad para Adolescentes – SRPA se encuentra descrito 
en el Libro II del Código de la Infancia y la Adolescencia - Ley 1098 de 2006, y éste 
evidencia la ausencia de un procedimiento propio y el constante reenvió al sistema de 
adultos, identificándose también ausencias en política criminal, verdaderos programas y 
proyectos que contribuyan a la resocialización. 
 
Entonces, se reconoce que la resocialización y reincidencia del delito en el SRPA 
son diferentes. Al aplicar la primera, se reintegrarían adolescentes comprometidos con 
la sociedad, convertidos en personas con capacidad de disfrutar, educarse y apoyar a 
sus comunidades para el bien común. Sin embargo, si el proceso de resocialización no 
es efectivo, los adolescentes empiezan a reincidir, es decir, ingresan en repetidas 
ocasiones al SRPA. De hecho, muchos de ellos/as son reincidentes hasta que cumplen 
su mayoría de edad, por lo cual, continúan hacia el sistema judicial de adultos. De esta 
manera, se considera importante trabajar constantemente en el proceso de 
resocialización cuando el menor es primerizo, con el fin de evitar que sea reincidente y 
se convierta en un problema social.  
 
Del mismo modo, una verdadera necesidad que está evidenciando en el sistema 
es el fortalecimiento del servicio educativo que se imparte en los Centros de Atención 
Especializada - CAE, ya que, es de baja calidad y no permite una adecuada intervención 
socioeducativa.  Desde esta perspectiva, es pertinente reconocer que el desarrollo de un 
adecuado proceso socioeducativo en el SRPA permitirá que el menor se forme como 
ciudadano responsable de sus actos, y se reintegre a la sociedad siendo útil para la 
misma, aplicando los conocimientos y habilidades aprendidas en las diferentes áreas de 
su interés. 
 
También, se identifica que el SRPA ha diseñado estudios que permitan identificar 
la razón por la cual se ha cometido el delito, para tratar de corregirlo con el mismo menor 
y prevenirlo en las comunidades, y así tratar de disminuir el ingreso de adolescentes.  
 
Otras de las acciones que se proyectan desde el SRPA es lograr que la familia, la 
sociedad y el Estado, se vuelvan partícipes activos en el desarrollo de procesos 
pedagógicos, permitan la reeducación de los menores y logren formarlos como 
ciudadanos responsables y comprometidos con el país. 
 
Por último, se concluye que es necesario que las políticas públicas para la 
prevención de la delincuencia juvenil; que hacen parte del SRPA, sean puestas en 
marcha en todo el país, pero especialmente en las grandes capitales, donde son más 
altos los índices de ingresos de menores al SRPA. Lo cual es corroborado por el 
Movimiento Político Mira en la noticia que se distribuyó en el blog del portal web de Ley 
al Día. 
 
“Diariamente ingresan 62 menores al Sistema de Responsabilidad del Adolescente del 
ICBF. Bogotá, lidera estas alarmantes cifras con 13 casos diarios, Medellín con 8, 
Bucaramanga con 4, Cali, Buga y Cundinamarca con 3. De los 62 menores que ingresan 
al sistema diariamente, 13 reinciden en las infracciones y 14 son privados de la libertad en 
centros reclusorios. De los que reinciden, Bogotá continúa liderando las cifras con 4 casos, 
Medellín 2, Bucaramanga 1 y Cali y Buga cerca de 1.  En centros reclusorios Bogotá 
registra 3 casos, Cali 2, Bucaramanga y Medellín 1 y Buga cerca de 1”. (Ley al Día, s.f.)  
 
 “La política plantea un enfoque claramente preventivo, que a mediano y largo plazo 
debería impactar de manera positiva en la disminución de los índices de delincuencia 
juvenil” (Bustos, 2014, p.101). Al parecer está política está dando resultados, porque la 
disminución en las cifras de ingresos así lo indican, tanto a nivel nacional como 
departamental. 
 
En este sentido, para finalizar se retoman las palabras de la entrevista realizada al 
Juez 1º Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira: 
 
“Es necesario que el Estado cumpla con las políticas públicas que le ordena el Código de 
Infancia y adolescencia, haciendo inversión suficiente en la prevención; que se invierta en 
programas eficientes para mermar y extinguir el consumo de Psicotrópicos de nuestros 
jóvenes, pues es la causa principal que los lleva a relacionarse con pares negativos y a 
cometer todo tipo de delitos. Que se adelanten programas dirigidos a nuestras clases más 
marginadas y vulnerables, brindando apoyo a las familias para que puedan desarrollar 
programas productivos y tener un buen nivel de vida; educar a los padres para que cumplan 
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